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INICIATIVA QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PARA FORTALECER LAS MEDIDAS 

DE PROTECCIÓN CUANDO SE TRATE DE DELITOS COMETIDOS CONTRA MENORES DE 

EDAD Y MUJERES, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS BENJAMÍN ROBLES MONTOYA Y 

MARIBEL MARTÍNEZ RUIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT 

Los suscritos, diputado Benjamín Robles Montoya y diputada Maribel Martínez Ruiz, 
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo a la LXIV Legislatura del 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 77, 78 y 102, numeral 
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a la consideración de esta 
honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman diversas disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales para 
fortalecer las medidas de protección tratándose de delitos cometidos contra menores 
de edad y mujeres. 

Exposición de Motivos 

La expedición del Código Nacional de Procedimientos Penales en 2014 fue la concreción de 
un nuevo sistema de justicia oral y acusatorio que buscaba responder a los nuevos 
paradigmas de presunción de inocencia, protección a los derechos humanos y sobre todo 
reparación a las víctimas. Sin duda, la plena entrada en vigor del sistema acusatorio 
representó una importante evolución para el sistema jurídico mexicano. 

Sin embargo, también es claro que, para que muchos de los viejos vicios de corrupción y 
negligencia queden superados, habrán de pasar aún varios años hasta que operadores del 
viejo sistema, acostumbrados a la corrupción y la negligencia, sean sustituidos por 
completo, llámense agentes del Ministerio Público, policías, litigantes, jueces y otros 
funcionarios judiciales. Mientras tanto, debemos seguir avanzando en la formación de 
mejores y más profesionales y honestos operadores del sistema acusatorio. 

Al igual que la instauración de un nuevo sistema de justicia fue la respuesta a la necesidad 
de dejar atrás un sistema penal anacrónico y vetusto que no garantizaba justicia y permitía 
abusos, corrupción e impunidad, en las últimas dos décadas se han realizado importantes 
reformas en materia de género, con el fin de proteger y potenciar los derechos de las 
mujeres, como respuesta ante la creciente violencia contra la mujer. 

Lamentablemente, las múltiples reformas en materia de género han sido insuficientes para 
mejorar la situación de la mujer, que sigue estando en vulnerabilidad frente a actos de 
violencia misógina que ni los mecanismos de protección ni el sistema de justicia han podido 
aminorar, en parte por resquicios legales, pero también porque aún subsiste indolencia y 
negligencia de servidores públicos que no aplican ni hacen valer la ley como deberían. 
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Un ejemplo que resulta muy ilustrativo se ha dado con relación a jugadoras de la Liga MX 
femenil de futbol, que en diversas ocasiones han denunciado el acoso de que son objeto, 
sobre todo a través de las redes sociales. A pesar de que en años recientes se ha legislado en 
la materia y a pesar de que las propias jugadoras han hecho públicos los mensajes 
amenazantes que constantemente reciben, sus casos siguen sucediendo continuamente 
con absoluta impunidad y los acosadores reinciden en la conducta sin que haya autoridad 
alguna que haga valer la ley y el estado de derecho; en fin, sin nadie que los castigue y les 
ponga un alto. 

Es tal la impunidad en estos casos y tal la indolencia de las autoridades, que incluso algunas 
jugadoras han denunciado que sus acosadores continúan creando cuentas falsas para 
seguirlas hostigando y han llegado al grado de seguirlas en espacios públicos, a pesar de 
que previamente se les han impuesto medidas de apremio como arrestos de 36 horas. 
Claramente, ese tipo de medidas están resultando insuficientes para inhibir conductas que 
atenten contra la seguridad e integridad de las víctimas. 

El Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la existencia de las medidas de 
protección, que son aquellas que el Ministerio Público puede imponer de manera fundada y 
motivada cuando estime que el imputado representa un riesgo inminente en contra de la 
seguridad de la víctima u ofendido. El artículo 137 de dicho ordenamiento prevé diez 
posibles medidas de protección y señala que, dentro de los cinco días siguientes a la 
imposición de estas, deberá celebrarse audiencia en la que el juez podrá cancelarlas, 
ratificarlas o modificarlas mediante la imposición de medidas cautelares. Asimismo, señala 
que, en caso de incumplimiento de las medidas de protección, el Ministerio Público podrá 
imponer otras medidas de apremio previstas en el propio Código. Finalmente dispone que 
en caso de delitos por razón de género, se aplicará de manera supletoria la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 

Como puede verse, este precepto dispone que las medidas de protección son medidas que 
tienen como fin la salvaguarda de víctimas u ofendidos durante la etapa de investigación, es 
decir, antes de que el asunto llegue al conocimiento de un juez, pues cuando eso sucede, el 
juez puede revocarlas, ratificarlas o imponer medidas que ya no son propiamente medidas 
de protección, sino medidas cautelares. He aquí, precisamente, la diferencia entre las 
medidas de protección y las medidas cautelares. 

Las diferencias entre las medidas de protección y las medidas cautelares son: 

• Las medidas de proteƬƬión son impuestas por el Ministerio PúƫliƬo, mientras las medidas 
cautelares son impuestas por un juez. 

• Las medidas de proteƬƬión tienen una duraƬión máxima de sesenta días naturales, 
prorrogables hasta por otros treinta días; mientras que las medidas cautelares se imponen 
por el tiempo que sea necesario. 

• En las medidas Ƭautelares existe una autoridad enƬargada de vigilar su Ƭumplimiento, no 
así en las medidas de protección. 
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Una vez que tenemos claras estas diferencias, resulta comprensible por qué en los casos de 
las jugadoras de la liga femenil de futbol, las medidas contra sus acosadores han resultado 
ineficaces y las denuncias permanecen en total impunidad. Mientras tanto, esos sujetos 
continúan haciendo de las suyas, publicando fotos, mensajes intimidatorios contra ellas y 
sus familiares, insultándolas, amenazándolas con violarlas o matarlas, todo ello a sabiendas 
de la flexibilidad de las medidas de protección. 

Ante esta situación que, al igual que las mujeres futbolistas, diariamente viven cientos de 
mujeres víctimas de acoso y de otros delitos de género, la presente iniciativa pretende 
corregir la deficiencia de la ley y dotar de mayores herramientas a las autoridades para 
garantizar una mayor y más eficaz protección a las víctimas del delito en lo general y, por 
extensión, a mujeres y menores de edad, durante la etapa previa a que el asunto llegue a 
conocimiento de un juez. 

Proponemos reformas a diversas disposiciones del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, para que las medidas de protección se constituyan como una herramienta 
verdaderamente eficaz para inhibir o bien para poner fin a la comisión de conductas que 
ponen en riesgo a víctimas u ofendidos, y que no sigan siendo evadidas por presuntos 
delincuentes como hasta ahora. 

En ese sentido, planteamos una reforma a la fracción XIX del artículo 109, para establecer 
como derecho de la víctima u ofendido, que las medidas de protección, las providencias 
precautorias y las medidas cautelares sean hechas cumplir con eficiencia por el Ministerio 
Público, por el órgano jurisdiccional y por las autoridades administrativas según sea el caso, 
a fin de que se garantice la salvaguarda de su vida, su integridad y su seguridad, 
independientemente de la etapa del procedimiento penal en que se encuentre. 

Así también, proponemos adicionar una nueva fracción XX al artículo 131, recorriéndose en 
su numeración las fracciones subsecuentes, con el fin de establecer como obligación del 
Ministerio Público la de dictar y hacer cumplir durante la etapa de investigación, las 
medidas de protección que sean necesarias o urgentes para salvaguardar la integridad, la 
libertad o la vida de personas víctimas u ofendidas, observando en todo momento los 
principios de interés superior de la niñez y la perspectiva de género. 

En el artículo 137 proponemos reforzar la redacción de la fracción V, para que se prevea 
dentro de las medidas de protección, la prohibición de realizar actos de molestia o acoso ya 
sea a través de actos materiales o por medios electrónicos. En el mismo precepto 
planteamos que, en caso de incumplimiento de las medidas de protección, el Ministerio 
Público deberá, imperativa y no optativamente, imponer medidas de apremio. Además, 
cuando la medida de protección sea incumplida por segunda ocasión el Ministerio Público 
solicitará a un juez la imposición de medidas cautelares que resulten más eficaces para 
garantizar la seguridad e integridad de las personas víctimas u ofendidas. 
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Adicionalmente, proponemos que en la aplicación de medidas de protección en tratándose 
de delitos por razón de género, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia se podrá aplicar no solamente de manera supletoria sino también 
complementaria al Código Nacional de Procedimientos Penales, según lo que más proteja 
los derechos de las mujeres. 

Finalmente, proponemos que, tratándose de delitos cometidos contra menores de edad o 
mujeres, y considerando las dificultades en la etapa de investigación, particularmente en la 
investigación inicial, las medidas de protección no tengan una duración máxima, sino que 
duren el tiempo que sea necesario para salvaguardar la vida e integridad de la víctima u 
ofendido. 

Cuadro comparativo 

+++++comparativo Código Nacional de Procedimientos... Texto vigente y Texto de 
propuesta+++++ 

Es urgente que el Congreso revise la eficacia de las medidas de protección a víctimas u 
ofendidos del delito y legisle para convertirlas en herramientas verdaderamente útiles, 
particularmente para proteger a quienes se encuentran en mayor estado de vulnerabilidad 
frente a los delincuentes: 

Con base en lo expuesto, se propone el siguiente: 

Decreto 

Artículo Único. Se reforman la fracción XIX del artículo 109; la fracción V, así como el tercer y 
cuarto párrafos del artículo 137; el primer párrafo del artículo 139; se adiciona una nueva 
fracción XX, recorriéndose en su numeración las fracciones subsecuentes del artículo 131; 
todos del Código Nacional de Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido 

... 

I. a XVIII. ... 

XIX A solicitar medidas de protección, providencias precautorias y medidas cautelares, y a 
que estas sean hechas cumplir con eficiencia por el Ministerio Público, el órgano 
jurisdiccional y las autoridades administrativas correspondientes, a fin de que se 
garantice la salvaguarda de su vida, su integridad y su seguridad en cualquiera de las 
etapas del procedimiento penal. 

XX. a XXIX. ... 

... 
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... 

Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público 

... 

I. a XIX. ... 

XX. Dictar y hacer cumplir medidas de protección durante la etapa de investigación, 
que sean necesarias o urgentes para salvaguardar la integridad, la libertad o la vida 
de personas víctimas u ofendidas, observando en todo momento el interés superior 
de la niñez y la perspectiva de género. 

XXI. Comunicar al órgano jurisdiccional y al imputado los hechos, así como los datos 
de prueba que los sustentan y la fundamentación jurídica, atendiendo al objetivo o 
finalidad de cada etapa del procedimiento; 

XXII. Solicitar a la autoridad judicial la imposición de las penas o medidas de 
seguridad que correspondan; 

XXIII. Solicitar el pago de la reparación del daño a favor de la víctima u ofendido del 
delito, sin perjuicio de que éstos lo pudieran solicitar directamente; 

XXIV. Actuar en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución, y 

XXV. Las demás que señale este Código y otras disposiciones aplicables. 

Artículo 137. Medidas de protección 

... 

I. a IV. ... 

V. La prohibición de realizar conductas de intimidación, molestia o acoso a la víctima u 
ofendido o a personas relacionados con ellos, ya sea a través de actos materiales o por 
medios electrónicos ; 

VI. a X. ... 

... 

En caso de incumplimiento de las medidas de protección, el Ministerio Público impondrá 
alguna de las medidas de apremio previstas en este Código. Cuando la medida de 
protección sea incumplida por segunda ocasión, el Ministerio Público solicitará al juez 
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la imposición de medidas cautelares que resulten más eficaces para garantizar la 
seguridad e integridad de las personas víctimas u ofendidas. 

En la aplicación de estas medidas, tratándose de delitos por razón de género, se aplicará de 
manera supletoria o complementaria la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, según lo que más proteja los derechos de las mujeres. 

Artículo 139. Duración de las medidas de protección y providencias precautorias 

La imposición de las medidas de protección y de las providencias precautorias tendrá una 
duración máxima de sesenta días naturales, prorrogables hasta por treinta días. Tratándose 
de delitos cometidos contra menores de edad o mujeres, durarán el tiempo que sea 
necesario para salvaguardar la vida e integridad de la víctima. 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 11 de abril de 2023. 

Diputados: Benjamín Robles Montoya y Maribel Martínez Ruiz (rúbricas). 

 


